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I. Disposiciones generales

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
7378 ACUERDO de 6 de abril de 2001, de la Pre-

sidencia del Tribunal Constitucional, por el que
se habilita, para la presentación en el Registro
General del Tribunal del recurso de amparo
electoral, el día 22 de abril de 2001.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 15
de la Ley Orgáncia 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal
Constitucional, 49.3 y 4 y 119 de la Ley Orgánica
5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General,
y 4 del Acuerdo del Pleno del Tribunal Constitucional
de 20 de enero de 2000 («Boletín Oficial del Estado»
del 25), y a los solos efectos de la presentación de recur-
sos de amparo con ocasión de la proclamación de can-
didaturas y candidatos en las elecciones al Parlamento
Vasco, dispongo lo siguiente:

Artículo 1.

El Registro General del Tribunal Constitucional estará
abierto el día 22 de abril de 2001, desde las nueve
treinta hasta las quince horas, en la sede del mismo,
calle Doménico Scarlatti, número 6, de esta villa.

Artículo 2.

El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 6 de abril de 2001.—El Presidente,

CRUZ VILLALÓN

MINISTERIO DE ECONOMÍA

7379 RESOLUCIÓN de 9 de abril de 2001, de la
Dirección General de Política Energética y
Minas, por la que se hacen públicos los nuevos
precios máximos de venta, antes de impues-
tos, de los gases licuados del petróleo.

La Orden del Ministerio de Industria y Energía,
de 16 de julio de 1998, establece el sistema de deter-
minación de los precios de los gases licuados del petró-
leo, utilizados como combustibles o carburantes, para
usos domésticos, comerciales e industriales, en todo el
ámbito nacional.

En cumplimiento de lo dispuesto en la mencionada
Orden y con el fin de hacer públicos los nuevos precios
máximos de los gases licuados del petróleo, en las dife-
rentes modalidades de suministro establecidas en su
apartado segundo,

Esta Dirección General de Política Energética y Minas
ha resuelto lo siguiente:

Primero.—Desde las cero horas del día 17 de abril
de 2000, los precios máximos de venta, antes de impues-
tos, de aplicación a los suministros de gases licuados
del petróleo, a granel y por canalización, según moda-
lidades de suministro, serán los que se indican a con-
tinuación:

Pesetas Euros

1. Gases licuados del petró-
leo por canalización a
usuarios finales:
Término fijo . . . . . . . . . . . . . . . . 214,00

pts/mes
(128,60

cents/mes)
Término variable . . . . . . . . . . . 101,18

pts/kg
(60,81

cents/kg)

2. Gases licuados del petró-
leo a granel a empresas
distribuidoras de gases
licuados del petróleo por
canalización . . . . . . . . . . . . . . . . 81,92

pts/kg
(49,24

cents/kg)

Segundo.—Los precios máximos establecidos en el
apartado primero no incluyen los siguientes impuestos
vigentes:

Península e Illes Balears: Impuesto sobre Hidrocar-
buros e Impuesto sobre el Valor Añadido.

Archipiélago Canario: Impuesto Especial de la Comu-
nidad Autónoma de Canarias sobre combustibles deri-
vados del petróleo e Impuesto General Indirecto Canario.

Ciudades de Ceuta y Melilla: Impuesto sobre la
Producción, los Servicios, la Importación y el Gravamen
Complementario sobre Carburantes y Combustibles
Petrolíferos.

Tercero.—Los precios máximos de aplicación para los
suministros de los gases licuados del petróleo señalados
en la presente Resolución se aplicarán a los suministros
pendientes de ejecución el día de su entrada en vigor,
aunque los pedidos correspondientes tengan fecha ante-
rior. A estos efectos, se entienden por suministros
pendientes de ejecución, aquellos que aún no se hayan
realizado o se encuentren en fase de realización a las
cero horas del día de entrada en vigor de la presente
Resolución.

Cuarto.—Las facturaciones de los consumos corres-
pondientes a los suministros de GLP por canalización
medidos por contador, relativas al período que incluya
la fecha de entrada en vigor de la presente Resolución
o, en su caso, de otras Resoluciones u Órdenes minis-
teriales anteriores o posteriores relativas al mismo
período de facturación, se calcularán repartiendo pro-
porcionalmente el consumo total correspondiente al
período facturado a los días anteriores y posteriores a
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cada una de dichas fechas, aplicando a los consumos
resultantes del reparto los precios que correspondan a
las distintas Resoluciones u Órdenes ministeriales apli-
cables.

Quinto.—Las empresas distribuidoras de GLP por
canalización, adoptarán las medidas necesarias para la
determinación de los consumos periódicos efectuados
por cada uno de sus clientes, a efectos de proceder
a la correcta aplicación de los precios de GLP por cana-
lización a que se refiere la presente Resolución.

Madrid, 9 de abril de 2001.—La Directora general,
Carmen Becerril Martínez.

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE CATALUÑA

7380 LEY 1/2001, de 15 de marzo, de Mediación
Familiar de Cataluña.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y
de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del
Estatuto de Autonomía de Cataluña, promulgo la siguien-
te Ley 1/2001, de 15 de marzo, de Mediación Familiar
de Cataluña,

PREÁMBULO

La presente Ley da respuesta al artículo 79.2 y a la
disposición final tercera de la Ley 9/1998, de 15 de
julio, del Código de Familia, y regula la mediación familiar
de acuerdo con las bases establecidas por la mencionada
disposición final y de acuerdo con los principios generales
que informan la institución de la mediación.

La mediación, en general, como institución compleja,
en la medida en que comporta la presencia y la inter-
vención de una tercera persona, es de aplicación a dife-
rentes ámbitos y consiste en un método de resolución
de conflictos que se caracteriza por la intervención de
una tercera persona imparcial y experta, sea a iniciativa
propia de las partes, sea a indicación de una autoridad
judicial, que tiene como objeto ayudar a las partes y
facilitarles la obtención por ellas mismas de un acuerdo
satisfactorio.

La mediación familiar, y concretamente la modalidad
encaminada a la solución extrajudicial de los conflictos
matrimoniales, apareció en los Estados Unidos de América.
En la segunda mitad de los años setenta buena parte
de los Estados de la Unión ya disponían de servicios
de mediación vinculados a los Tribunales.

Hay que buscar la causa determinante de la extensión
rápida de la mediación familiar en aquel país en el aumen-
to espectacular del número de divorcios, con el incre-
mento consiguiente de la litigiosidad matrimonial y de
los costes procesales.

Estas mismas circunstancias, que se producen cada
vez más en muchos otros países desarrollados, han pro-
vocado la implantación generalizada de la mediación
familiar, sujeta, naturalmente, a diferentes características
y matizaciones, pero en todas partes con la misma fina-
lidad: La solución extrajudicial de la conflictividad matri-
monial.

A parte de la mediación como medio de solución
de los conflictos matrimoniales, la presente Ley da una
respuesta coherente a la institucionalización reciente que
han alcanzado las uniones estables en el seno del dere-
cho civil catalán, a partir de la Ley 10/1998, de 15
de julio, de Uniones Estables de Pareja. Ésta ha com-
portado el reconocimiento de derechos y obligaciones
entre los convivientes, los cuales pueden exigirlos ante
los tribunales.

La mediación regulada por la presente Ley puede
llegar a ser, por lo tanto, un instrumento válido para
reducir también parte de la nueva conflictividad judicial
que se pueda derivar de la aplicación de la Ley de Unio-
nes Estables de Pareja, y también para trasladar a este
ámbito los efectos beneficiosos que se derivan de la
autocomposición de conflictos que la mediación com-
porta.

Cabe decir que, si inicialmente la mediación se dirigía
principalmente a la reconciliación de la pareja, actual-
mente se orienta más hacia el logro de los acuerdos
necesarios para la regulación de la ruptura, como son
los relativos al ejercicio de la potestad, la custodia de
los hijos, el régimen de visitas, los alimentos y, si procede,
la atribución de la vivienda familiar, la pensión compen-
satoria o los otros aspectos que, de acuerdo con la legis-
lación aplicable y las circunstancias del caso, correspon-
da regular.

En Europa, la mediación familiar ha sido una solución
eficaz de los conflictos familiares, tanto desde el punto
de vista de la prevención como de la resolución de éstos,
aplicada por los países de la Unión Europea más avan-
zados en políticas sociales.

Muy recientemente, el Comité de Ministros del Con-
sejo de Europa, que ya había impulsado, años atrás, en
el ámbito de la familia, soluciones alternativas a la vía
judicial, en la Recomendación núm. R (98) I, de 21 de
enero de 1998, sobre la mediación familiar, insta a los
Gobiernos de los Estados miembros a instituirla o, en
su caso, a vigorizar la que ya tienen.

Dicha recomendación contiene una extensa exposi-
ción de motivos en la cual se formulan una serie de
principios sobre la mediación que han sido debidamente
recogidos en la presente Ley. Hay que destacar la aten-
ción especial que ha de tener la persona mediadora en
la cuestión de saber si se ha producido violencia entre
las partes o si es posible que se produzca en el futuro.

La Ley del Divorcio de 1981 constituye el primer
referente legal en España que faculta a las partes para
pactar los efectos de su ruptura y establecer el convenio
regulador de la separación o divorcio, sin derivar la solu-
ción hacia la vía arbitral o judicial. Además, en el pro-
cedimiento que se tramita de común acuerdo, se prevé
la posibilidad de que intervenga un solo Abogado o Abo-
gada, cuya intervención, en interés de ambas partes,
le reviste de un cierto carácter de componedor.

En Cataluña y el País Vasco, la situación es diferente.
En esta última Comunidad funciona, desde hace unos
años, un servicio de mediación familiar subvencionado
por el Gobierno autónomo con la participación de los
servicios sociales locales.

En Cataluña, los equipos psicosociales, integrados por
Psicólogos y Trabajadores Sociales, adscritos a los Juz-
gados de Familia con la función de asesorar a la autoridad
judicial, especialmente en la toma de decisiones relativas
a los hijos menores de edad, han ampliado esta función
con el asesoramiento a las partes en litigio, que siguen
teniendo, de conformidad con el Código de Familia vigen-
te, la facultad de regular, de común acuerdo, los efectos
de la separación, el divorcio o la nulidad de su matri-
monio.

De esta forma, ha surgido de la práctica y la expe-
riencia acumulada durante unos años de asesoramiento


